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Democracia, gobierno de ciudadanos

Definitoria de una democracia es la existencia de
instituciones que posibiliten, impulsen y garanti-
cen la influencia y participación de los ciudadanos
en la toma de decisiones que afectan la vida en co-
mún. Por eso, quizás el indicador más claro de la
falta de libertad en un país es la exclusión de los
ciudadanos del proceso de toma de decisiones po-
líticas. La democracia ofrece y pretende salvaguar-
dar la libertad de participar en los asuntos políti-
cos, la existencia de un gobierno de ciudadanos
para ciudadanos.

Una democracia no marcha bien cuando la dis-
tinción entre gobernantes y gobernados se vuelve
drástica; cuando en la sociedad puede señalarse
una “clase política” bien definida, a la que sólo se
accede a través de influencias, padrinazgos y de la
pertenencia forzosa a un partido político. Los par-
tidos políticos deben funcionar como puentes en-
tre la ciudadanía y el gobierno, no como exclusi-
vos clubes de privilegios y ventajas, cuyas
membresías se reparten oscuramente según los in-
tereses de algunos caudillos. 

Cuando dentro de la sociedad se gesta una “clase
política” excluyente, a la que se accede no por mé-
rito ni interés sino por influencia, el gobierno se
transforma en una oligarquía de facto, porque la ac-
tividad política es monopolizada por unos cuan-
tos. La historia enseña que las oligarquías son
siempre el mejor caldo de cultivo para los tiranos y
el autoritarismo –dominado por unos pocos, el
pueblo no teme regalarle su libertad a un dictador,
a cambio de que castigue a los opresores . El tira-
no, al menos, disminuye la desigualdad pues vuel-
ve a todos igualmente miserables, con excepción
de él y quienes le son más cercanos. 

Contraria a la oligarquía, el ideal de la democra-
cia es el autogobierno, el gobierno de los ciudada-
nos. Por ciudadano se entiende aquel que pertene-
ce al régimen político de la ciudad o del país

definido por las leyes que ellos mismos se han da-
do. A pesar de que nuestro país –en el espíritu de
sus leyes y en muchas de sus instituciones– aspira
a ser un régimen democrático, la brecha que separa
a los gobernantes de los gobernados, a los mal lla-
mados “políticos” de los ciudadanos, se amplía ca-
da vez más. Es constante el reclamo a los partidos
de sólo perseguir su propio interés. Por ello no se
entiende buscar que los principios de gobierno y
los ideales doctrinarios del partido se extiendan y
se vivan entre los mexicanos; muy por el contrario,
el interés referido es el de las autoridades de los
partidos, quienes utilizan esas instituciones, origi-
nalmente democráticas, para afianzar cotos de pri-
vilegios, influencia y poder que les garanticen su
seguridad jurídica –al margen de si respetan o no
la ley– y su constante enriquecimiento.  

La frustración, desánimo y decepción de nuestra
ciudadanía se manifiesta, sobre todo, en la apatía
con la que se persiguen los debates politiqueros,
la poca difusión de la prensa escrita y el ensayo
político y, en última instancia, en la escasez y po-
co éxito de iniciativas ciudadanas no respaldadas
por los partidos.

Aunque nuestro régimen cuenta ya con institu-
ciones para la participación política, es indispensa-
ble una continua renovación, revisión y replantea-
miento de éstas, para asegurar que cumplan con la
finalidad deseada. De suyo no son importantes las
instituciones, por más tradicionales y honorables
que sean, sino conseguir que de facto los ciudada-
nos tomen parte en las decisiones de gobierno.
Abrir vías de participación ciudadana es una forma
de volver a hacer de los asuntos políticos asuntos
de todos, asuntos públicos; no “concertacesiones”
y arreglos privados de grupos de poder. 

De acuerdo con nuestra Constitución, México es
una democracia representativa. Sabemos que la di-
ferencia entre una democracia representativa y una
directa es que en la primera, la participación ciuda-
dana se limita a la elección de representantes que

Democracia, una idea arcaica
F E R N A N D O  G A L I N D O      Filósofo. Actualmente cursa el doctorado en filosofía política en la Universidad 

de Konstanz, en Alemania.



discuten y toman las decisiones políticas; mientras
que en la segunda, son los ciudadanos quienes de
distintas formas, discuten y toman dichas decisio-
nes. El fin de ambas democracias es el mismo: ga-
rantizar el autogobierno. Por ello, una democracia
representativa debe tender, idealmente, hacia una
democracia directa. Históricamente contamos con
pocos ejemplos de verdaderas democracias direc-
tas: el gobierno de algunos cantones en Suiza; cier-
tas ciudades italianas durante el renacimiento, y al-
gunas poleis griegas durante algunos periodos. Para
nuestra tradición política es en éstas últimas, y so-
bre todo en Atenas, donde hallamos el origen de la
democracia como forma de gobierno. 

El ánimo central de la democracia ateniense, que
se dio del año 440 a 322 a.C., era fundar la liber-
tad. Constituir un régimen tal, que eliminara la
distinción entre dominador y dominados, entre
gobernante y gobernados; estructurar un modo de
vida que permitiera la igualdad, lo que los griegos
llamaban isegoria o isonomía, y que significaba
igualdad ante la ley, pero principalmente igual de-
recho de hablar. No es una igualdad como la pro-
puesta por la tradición comunista: no es primor-
dial distribuir la riqueza de tal modo que todos
posean lo mismo. No persigue la igualdad econó-
mica sino la igualdad política. 

La democracia en Atenas surge como una respues-
ta a dos regímenes igualmente odiados: la tiranía (el
gobierno de uno solo) y la oligarquía (el gobierno
de los ricos). La palabra demos, que se traduce lite-
ralmente como el pueblo, no debe entenderse en el
sentido con que se usa en la actualidad: la gente des-
poseída, los simples, los oprimidos, los olvidados del Esta-
do; sino simplemente como los ciudadanos. 

La libertad para los atenienses no era la capaci-
dad de dedicarse a los asuntos privados sin inter-
vención del Estado, ni de otros particulares. El Esta-
do, como tal, no existía en Grecia. Libertad era, más
bien, la capacidad de participar en el gobierno de la
ciudad. Libertad era gobernar, actuar en los asuntos
políticos, discutir y decidir. Los atenienses solían
expresar esta capacidad como “tomar parte de la
polis”, y precisamente eso define su noción de ciu-
dadanía: quien puede participar en la Asamblea y
en los otros consejos de gobierno, es un ciudadano. 

La democracia aspiraba también a consolidar la
unidad de la ciudad, sobre todo a promover la toma
de decisiones por consenso y la acción conjunta de

ricos y pobres. Un ciudadano pobre no era un ciu-
dadano miserable sino, sencillamente, alguien que
debía trabajar diariamente para ganar su sustento. 

La Atenas de la época que nos interesa contaba
con alrededor de 30 mil ciudadanos: hombres,
mayores de 18 años, libres y atenienses. Mujeres,
extranjeros, esclavos y menores de edad estaban ex-
cluidos de la política.

Para adquirir la ciudadanía había que ser hijo de
padre y madre atenienses libres, unidos en legíti-
mo matrimonio y ser presentado en el demo (nom-
bre que recibían cada uno de los 139 municipios
en que se dividía Atenas). Quien cumplía 18 años
era sujeto a un examen en su demo, en el cual se re-
visaba su estirpe y su conducta para decidir si se
era o no apto para ser ciudadano. 

Instituciones de la democracia ateniense

Las instituciones de la democracia ateniense eran:
1) la Asamblea, 2) el grupo de los 6 mil jurados
(que hicieron un juramento), 3) el Consejo de los
500, 4) los tribunales populares, 5) el Consejo del
Aerópago, 6) los legisladores, 7) los magistrados. 

La Asamblea. Quizá la institución más famosa de
la antigüedad clásica. Era una reunión abierta a to-
dos los ciudadanos, sin importar edad o situación
económica. Tenía lugar en el Pnyx, un monte acon-
dicionado para 8 mil personas, a unos 400 metros
del Ágora (plaza central de la ciudad). Era el órgano
de gobierno más importante y donde se tomaban
prácticamente todas las decisiones relevantes. Esta-
blecía la constitución a seguir (Politeia), las leyes que
los legisladores debían formular o analizar, las fun-
ciones de los magistrados, los límites de los tribuna-
les populares y cualquier otro asunto de relevancia
pública. De ahí que los atenienses se refieran a los
temas políticos con la ambigua expresión tá politiká,
plural neutro de tó politikó (lo político), que se tra-
duce como “aquellos asuntos que corresponden a la
política”, es decir, a la forma de vida de la polis.

El orden del día de la Asamblea era establecido
previamente por el Consejo de los 500 y dado a
conocer con cuatro días de anticipación de modo
impreso en un lugar público. De entre el Consejo
de los 500 se elegían, al azar, nueve miembros para
coordinar la sesión. Correspondía también a dicho
Consejo convocar a las Asambleas, que seguían un
calendario propio, independiente del religioso. Los
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atenienses tenían dos tipos de años: el religioso y
el político. El primero duraba doce meses y el se-
gundo diez. A los meses del año político se les lla-
maba prytanie; se celebraban al menos tres asam-
bleas por prytanie. Es decir, en un año había treinta
asambleas, aunque, en caso de necesidad, llegaba a
haber hasta cuarenta.

La Asamblea iniciaba al romper el alba en el
Pnyx y finalizaba, a más tardar, con el ocaso. Se
aceptaba gente en el recinto hasta que los lugares
quedaban llenos. En una Asamblea ordinaria parti-
cipaban al menos 6 mil personas. El transcurrir de
la sesión era simple, solía iniciarse con la pregunta:
“¿Quién quiere hablar?” Los participantes se suce-
dían en el podio con discursos y no había ni dere-
cho a réplica, ni espacio para discusión. Si alguno
proponía un tema que no viniera en el orden del
día, se decidía por votación si era importante o no.
En caso de tópicos urgentes, no era necesaria su
consideración dentro del orden del día para que
fueran abordados en la Asamblea. Al final de la
discusión de cada tema, se hacía una votación di-
recta y se expedía un “decreto”. La votación consis-
tía en levantar la mano; los coordinadores ponde-
raban el número de manos pero no lo contaban
con exactitud, porque no había tiempo y porque lo
consideraban, la mayoría de las veces, innecesario.
En casos extraordinarios se entregaban piedras de
color a los asistentes para contar sin error. 

Aunque no estaba permitido interrumpir al orador
en turno, ni dialogar o discutir con él, eran comunes
las interrupciones, los abucheos e incluso la expul-
sión de un orador del podio si sus palabras resulta-
ban ofensivas o estúpidas para los asistentes. En pa-
labras de M. Finley: “la Asamblea no toleraba
tontos”. Por ello, cuando se trataban cuestiones téc-
nicas, sólo los expertos se atrevían a hablar. Los de-
más corrían el riesgo de hacer el ridículo, y el sentido
del ridículo en la sociedad ateniense era mucho más
fuerte de lo que es ahora: la deshonra pública era
considerada peor que la muerte. 

Los 6 mil jurados. Como muchas otras culturas,
los atenienses asumían que a mayor edad corres-
ponde mayor sabiduría y prudencia, por ello mu-
chos órganos de gobierno estaban restringidos a
aquellos mayores de treinta años. Al inicio del año
político se abría una convocatoria a todos estos
ciudadanos, de entre los cuales se sorteaba a 6 mil,
que prestaban el juramento heliás. Por medio de

este juramento se comprometían a votar según las
leyes y los decretos del pueblo ateniense y del
Consejo de los 500. De no haber leyes sobre el ca-
so en cuestión, juraban votar de acuerdo con lo
que consideraban más justo; al margen de simpa-
tías y enemistades, de modo imparcial y después
de escuchar a las partes en conflicto. Los 6 mil ju-
rados eran durante todo un año político candida-
tos a ocupar los tribunales populares, ser legislado-
res y formar parte del Consejo de los 500. 

El Consejo de los 500. Era, junto con la Asamblea,
la institución más importante de la democracia
ateniense, pues ejecutaba y complementaba las
funciones de ésta. Correspondía a este consejo es-
tablecer los temas que debían tratarse y votarse en
la Asamblea, y ejecutar los decretos formulados en
ella; además de numerosas funciones administrati-
vas que iban desde la organización de los festivales
religiosos, hasta la inspección de las construccio-
nes de la defensa militar de Atenas. También diri-
gían la política exterior. 

El Consejo de los 500, a diferencia de los otros
consejos y magistraturas, se elegía a partir de los
demen. Demos designaba originalmente cada una
de las 139 familias que posteriormente se unieron
en tribus o phyle (este significado de demos es ante-
rior al de pueblo mencionado antes). La idea era
que todos los atenienses debían estar representa-
dos en el Consejo. Se elegían, además, suplentes
para cada uno de los miembros del Consejo, en ca-
so de que alguno ya elegido fuera rechazado tras el
escrutinio preliminar a la toma de su cargo. El car-
go en el Consejo de los 500 duraba un año y podía
ocuparse dos veces en la vida; pero estaba prohibi-
da la reelección inmediata. 

Ya elegidos los representantes de los demen se agru-
paban en las diez tribus mencionadas (phyle). A cada
tribu correspondía la dirección del Consejo durante
un mes, era por tanto una dirección rotativa. De la
phyle que dirigía se elegía, por sorteo, un presidente
cada día, y ese ciudadano era durante veinticuatro
horas el jefe mayor de Atenas, algo así como el jefe
del Ejecutivo. Se le entregaba el sello y las llaves de
los templos. Tal posición, la presidencia del Consejo
de los 500, se podía ocupar una sola vez en la vida.

Los tribunales populares. La Asamblea o el Consejo
de los 500 ordenaba la formación de tribunales po-
pulares en días específicos para juzgar casos parti-
culares. Sólo aquellos que habían realizado el jura-



mento heliás tenían el derecho de presentarse esas
fechas; de los presentes se elegía por azar a los
miembros de cada tribunal. La dirección de cada
juicio corría a cargo de un magistrado comisionado
por un año, sin posibilidad de renovación o exten-
sión. Los magistrados no sabían qué juicio les co-
rrespondería dirigir, porque los juicios se asignaban
también por azar el mismo día que se llevaban a
cabo. Con estas medidas se pretendía disminuir las
oportunidades para sobornar a un magistrado. De
ordinario los juicios duraban sólo un día. 

Los tribunales se encargaban principalmente de
juzgar procesos políticos contra líderes de la polis, o
miembros de los otros consejos que habían abusa-
do de sus facultades, violado alguna ley o robado a
la ciudad. Su papel era controlar a los otros órganos
de gobierno y limitar su poder. También se encarga-
ban de numerosos trámites de administración pú-
blica, como la supervisión y entrega de contratos
públicos, la subasta de bienes confiscados, y la
aprobación del presupuesto para gastos, por ejem-
plo, de equipamiento de la flota marítima.

Las funciones de los tribunales no corresponden a
los juzgados de las democracias modernas, pues no
había jueces ni abogados profesionales. Las senten-
cias eran pronunciadas por un jurado compuesto
por varios cientos de ciudadanos. No existían fisca-
les estatales, toda acusación debía ser presentada y
defendida por un ciudadano común, quien podía
actuar en defensa de sus intereses privados o a nom-
bre de la ciudad. A las partes en conflicto se les exi-
gía estar presentes en el juicio, estaba prohibido pa-
gar a alguien como abogado o representante en el
proceso; los ciudadanos que actuaban como jurados
recibían su pago por parte de la ciudad que corres-
pondía a la ganancia promedio de un jornalero. 

El Consejo del Aerópago. Era el único cargo vitali-
cio en los órganos de gobierno ateniense. De ahí
que se le vea como un elemento aristocrático que
tenía la finalidad de moderar al gobierno demo-
crático. Candidatos a este consejo eran únicamente
aquellos que habían pertenecido al Consejo de los
gobernadores, los llamados archontes, textualmente
los guías o los dirigentes. Para entender qué había de
aristocrático en el Consejo del Aerópago –y, por
ende, en la democracia ateniense–, es indispensa-
ble explicar cómo funcionaban los archontes.

El consejo de archontes se componía de nueve
miembros elegidos por votación en la Asamblea. To-

dos los ciudadanos mayores de 30 años podían pre-
sentarse como candidatos. Se les consideraba los ofi-
ciales de mayor rango en la polis. La membresía en
este consejo era codiciada sobre todo por los hom-
bres influyentes, por los ricos y por los aristócratas.

De los nueve archontes seis eran los encargados
de revisar todas las leyes vigentes y proponer co-
rrecciones (thesmotheten). Había un ministro de
guerra (polemarchos); un basileus, que se encargaba
de coordinar los festivales civiles, y de presidir el
Consejo del Aerópago; y un archon, que era el orga-
nizador de las festividades religiosas y el juez en
asuntos familiares y de herencias. 

El Consejo del Aerópago se componía, en su ma-
yoría, por personas mayores de 60 años y tenía alre-
dedor de 150 personas. Los candidatos no eran ele-
gidos por la Asamblea, sino por el mismo Consejo a
través de una votación. Correspondía a ellos juzgar
los casos de homicidio y su opinión era muy rele-
vante lo mismo entre los legisladores, que en los tri-
bunales populares y en la Asamblea. Su influencia
se basaba en el respeto que los atenienses –como la
mayoría de las culturas– sentían por los ancianos, y
en que sólo los ciudadanos cultos y sabios solían
conformar este consejo. Amargas experiencias de la
democracia radical llevaron a los atenienses en el si-
glo IV a permitirle un papel cada vez mayor a este
consejo, no siempre respaldado por las leyes. 

Los legisladores. Los griegos inventaron la distin-
ción entre aquellas normas de validez general y
permanente (nomos) y aquellas que, o bien afectan
sólo a particulares, o bien ordenan la ejecución de
un acto específico y pierden validez cuando éste se
realiza (psephisma). Los legisladores se ocupaban
exclusivamente de las primeras, que llamaremos
leyes. Las segundas, psephisma o decretos, corres-
pondían a la Asamblea. 

Las iniciativas de ley tenían tres orígenes: prime-
ro, podían ser formuladas como una resolución
de la Asamblea; segundo, por los seis magistrados
antes nombrados (thesmotheten) del Consejo de
los archontes; y tercero, un ciudadano común esta-
ba facultado para presentar una iniciativa de ley,
su petición también se entendía como una altera-
ción a la ley anterior y debía ser entregada frente
al monumento de los héroes de las phyle, que se
encontraba en el Ágora. La petición era recibida
por miembros del Consejo de los 500 o por algu-
no de los thesmotheten. 
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Entregada la iniciativa de ley se presentaba en
una sesión de la Asamblea y se discutía sobre ella.
De juzgarse relevante, se expedía un decreto en la
siguiente Asamblea que fijaba el número de legis-
ladores y la fecha en que debían reunirse para dis-
cutir nuevamente sobre la iniciativa de ley y apro-
barla o rechazarla en definitiva. La Asamblea
nombraba igualmente cinco ciudadanos que fun-
girían como defensores de la ley vigente en el con-
sejo legislador. Los legisladores eran convocados
entonces directamente por la Asamblea o a través
del Consejo de los 500. Se les llamaba para un
único ejercicio legislativo, que duraba un día y en
el que podían votar más de una ley. 

Los consejos legislativos procedían de modo
análogo al tribunal: los cinco ciudadanos nombra-
dos en la Asamblea defendían la ley frente al ciu-
dadano o miembro del Consejo de los 500 que
proponía una nueva ley. Los legisladores no parti-
cipaban en el debate, se limitaban a votar levan-
tando la mano al final de los discursos y recibían,
al igual que los miembros de tribunales populares,
un pago por su participación. 

Los magistrados. Eran grupos pequeños conforma-
dos por decreto con comisiones específicas. Su du-
ración y número de participantes era definida tam-
bién por decreto. Sus funciones eran meramente
administrativas. Como en otros órganos, estaba
prohibida la reelección porque se quería evitar a
toda costa la gestación de una clase burócrata pro-
fesional. Los magistrados procedían de todos los
estratos sociales y recibían un pago por sus servi-
cios. Se piensa que en un año se formaban casi cin-
cuenta diferentes magistraturas.

El espíritu de la democracia

Las instituciones expuestas poseen características
comunes: todas están compuestas por ciudadanos,
los cargos se otorgan de modo temporal, rotatorio,
por elección o por azar. Para asumir un puesto im-
portante es indispensable el escrutinio previo, e
igualmente se da una examen final para pedir
cuentas del ejercicio de poder. Un sistema así, pro-
voca una polarización drástica del poder, que se re-
parte entre diversos organismos y consejos y ema-
na, en última instancia, de la Asamblea. 

Contrario a lo que afirman muchas teorías políti-
cas modernas, esta polarización del poder no impli-

caba anarquía, ni caos, ni falta de eficiencia en las
funciones públicas. Tampoco conllevaba disminu-
ción del poder; muy por el contrario es justo esta
polarización del poder la que permitió a Atenas
constituirse en un imperio y llegar a ser la ciudad
más exitosa de la Grecia antigua. La democracia ate-
niense fue eliminada por un factor externo –la con-
quista de Felipe de Macedonia–, y no por divisiones
internas, parálisis política, revolución o guerra civil. 

Interesantes para nosotros son los atributos que
se conceden a los ciudadanos comunes, quienes le-
gislan, juzgan y muchas veces incluso ejecutan de-
cisiones de gobierno. Fuentes históricas revelan
que estos ciudadanos comunes no eran, ni por
mucho, los más educados de la polis: no eran sofis-
tas, filósofos, retóricos profesionales o ricos; eran
jornaleros, campesinos, zapateros, herreros, carpin-
teros, pescadores y el resto de las ocupaciones ordi-
narias de aquel tiempo. Como es obvio, las voces
de estos ciudadanos comunes no dominaban la
Asamblea. Los mejor preparados –como Demóste-
nes, Alcibíades o Pericles– solían llevar la voz can-
tante. Sin embargo, nada impedía que una persona
cualquiera ocupara el podio, incluso se considera-
ba una virtud y era “políticamente correcto” pre-
sentarse al auditorio como alguien que no es ora-
dor ni acostumbra hablar en público. Más allá de
la voz, la decisión sí estaba en manos –en sentido
literal– de ciudadanos comunes, porque ellos re-
presentaban la aplastante mayoría de la Asamblea. 

No es sorprendente que sus decisiones fueran las
más de las veces acertadas si se consideran dos fac-
tores: primero, que los ciudadanos se veían como
parte de la polis y buscaban el interés de ella asu-
miéndolo como propio; de ordinario, en los asun-
tos que nos conciernen, somos capaces de juzgar
bien sobre dónde yace nuestro interés. Segundo, la
participación en los debates políticos y en los pro-
cesos de toma de decisión es la mejor escuela de
ciudadanía que existe. A hacer política se aprende
participando en la vida pública. Una vida política
verdaderamente pública, a la vista de todos, donde
se escuche la voz de aquel que desee aportar algo,
enriquece y fortalece a una democracia. Por el con-
trario, la toma de decisiones y acuerdos fuera de la
luz pública genera natural desconfianza en la ciu-
dadanía y levanta sospechas sobre los fines perse-
guidos por quienes participan en tales negociacio-
nes, los mal llamados políticos profesionales.
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Fue precisamente en ese ambiente democrático, en
el libre hablar, negociar y discutir que surgieron –con
los sofistas y más tarde con Sócrates, Platón y Aristó-
teles– las primeras reflexiones filosóficas sobre la
mejor forma de vida y la vida más plena. Fue tam-
bién en esa democracia donde se formuló la pregun-
ta central de la ética, la pregunta por la justicia. 

La democracia de los griegos es una idea arcaica
para nosotros, al menos en el sentido original de la
palabra: en griego clásico arxaios quiere decir anti-
guo o anterior. Pero, como vemos, aún resta mucho
por aprender de esta arcaica idea de democracia.
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